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PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO

A.- GENERALIDADES

1) Concepto.-

Tiene por objeto que el juez de garantía conozca y falle, en forma oral, breve y concentrada, determinados asuntos que no revisten mayor complejidad, por lo que no requieren de las mismas actuaciones y plazos para ser conocidos y resueltos que la acción penal pública por crimen o simple delito.

Junto con el procedimiento abreviado, constituyen los mecanismos destinados a dar solución rápida a cuestiones que, de otra manera, tendrían que haber sido conocidas y resueltas en juicio  oral.

2) Ambito de aplicación.

Según los arts. 388 del CPP y 14 del COT, este procedimiento debe emplearse para conocer y fallar:


a) Las faltas penales.


b) Los simples delitos para los cuales el ministerio público requiere una pena que no exceda de presidio o reclusión menores en sus grado mínimo - 61 a 540 - salvo que el conocimiento  y fallo de estos últimos se sometiere a las normas del procedimiento abreviado.


c) Las faltas e infracciones contempladas en la Ley de Alcoholes, cualquiera sea la pena que ella les asigne, ya que la letra d) del citado art. 14 del COT, luego de la modificación introducida por la ley 19.708, preceptúa que este tipo de faltas e infracciones se sujetará al procedimiento regulado en el título I del Libro IV del Código Procesal Penal, es es, al procedimiento simplificado. La misma ley 19.708 derogó los arts. 177, 178 , 179, 180 y 181 de la Ley 19.705, sobre Alcoholes, que establecía un procedimiento judicial especial para todas las infracciones contenidas en su Libro II, con excepción del desempeño en estado de ebriedad que ocasionaba daños, lesiones o la muerte de una persona, el que se sustanciaba con arreglo al procedimiento ordinario por crimen o simple delito de acción penal pública.


d) Los delitos de acción privada, pero en carácter de supletorio del procedimiento contenido en el Título II del Libro IV del CPP que trata de ellos, atendido lo dispuesto enh el art. 405.

3) Tribunal competente.


De todas las faltas penales, incluídas las faltas e infracciones a la Ley de Alcoholes; los simples delitos respecto de los cuales el Ministerio público pidiere una pena que no exceda de presidio o reclusión menores en su grado mínimo; y los delitos de acción privada, conoce el Juez de garantía.


Las faltas mencionadas (En todo caso, debe tratarse de faltas penales) y los simples delitos referidos deben tramitarse conforme a las reglas del procedimiento simplificado, el que se emplea, además, como supletorio, en los delitos de acción privada.

Normas supletorias.


El procedimiento simplificado debe regirse por las normas del Título I del Libro IV del CPP, denominado "Procedimientos especiales y ejecución". El art. 389 agrega que en lo que éste no proveyere se aplicarán supletoriamente las normas del Libro II de este Código, relativas al "Procedimiento ordinario", en cuanto se adecúen a su brevedad y simpleza.

B.- PROCEDIMIENTO.

El procedimiento simplificado admite una distinción: procedimiento simplificado propiamente tal y procedimiento monitorio.

1) Procedimiento monitorio. 

a) Ambito de aplicación.-

Se aplica a las faltas, respecto de las cuales el fiscal pidiere sólo pena de multa. Entre ellas se encuentran las tipificadas en los arts. 494, 495 y 496 del Código Penal, que tienen asignada penas de multa, expresadas en unidades tributarias.


.

b) Forma de iniciar este procedimiento. 

El fiscal debe presentar ante el juez de garantía competente un requerimiento, que deberá contener las menciones indicadas en el art. 391, además de una proposición sobre el monto de la multa que debiere imponerse al imputado. El requerimiento no es otra cosa que la citación inmediata a juicio. Desde luego, ha debido preceder a este requerimiento una denuncia formulada por alguna persona al propio ministerio público, a la policía o a cualquier tribunal con jurisdicción en materia criminal. Rigen en este aspecto los arts. 172 y 173 del CPP, debido a la remisoria del art. 389.

Mención especial a este respecto merecen dos tipos de faltas, las indicadas en los arts. 494 N° 5, lesiones leves, y 496 N° 11, injurias livianas, respecto de las cuales sólo procede efectuar el requerimiento por las personas a quienes correspondiere la titularidad de la acción conforme a lo dispuesto en los arts. 54 y 55.
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C) CONTENIDO DEL REQUERIMIENTO:


1) Individualización del imputado;


2) Una relación sucinta del hecho que se le atribuyere, con indicación del tiempo, lugar de comisión y demás circunstancias relevantes;


3) La cita de la disposición legal infringida;


4) La exposición de los antecedentes o elementos que fundamentaren la imputación, y


5) La individualización y firma del recurrente.

D) TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO:

Presentado el requerimiento ante el Juez de Garantía, este procederá a examinarlo. En caso que el juez, luego del exámen, no considerare suficientemente fundado el requerimiento o el monto de la multa propuesta por el fiscal, ordenará proseguir el procedimiento en la forma dispuesta para el procedimiento simplificado propiamente tal.

En cambio, si encuentra suficientemente fundado el requerimiento y la proposición de la multa, deberá acogerlos inmediatamente, dictando una resolución que así lo declare.

Dicha resolución contendrá, las siguientes indicaciones:

a) La instrucción acerca del derecho del imputado de reclamar en contra del requerimiento y de la imposición de la sanción, dentro de los quince días siguientes a su notificación, así como de los efectos de la interposición del reclamo;

b) La instrucción acerca de la posibilidad de que dispone el imputado en orden a aceptar el requerimiento y la multa impuesta, así como de los efectos de la aceptación, y

c) El señalamiento del monto de la multa y de la forma en que la misma debiere enterarse en arcas fiscales, así como del hecho que, si la multa fuere pagada dentro de los quince días siguientes a la notificación al imputado de la resolución prevista en este inciso, ella será rebajada en 25%, expresándose el monto a enterar en dicho caso.

Si el imputado pagare dicha multa o transcurriere el plazo de quince días desde la notificación de la resolución que la impusiere, sin que reclamare sobre su procedencia o monto, se entenderá que acepta su imposición. En dicho evento la resolución se tendrá, para todos los efectos legales, como sentencia ejecutoriada.


Por el contrario, si, dentro del mismo plazo de quince días, el imputado manifestare, de cualquier modo fehaciente, su falta de conformidad con la imposición de la multa o su monto, se proseguirá con el procedimiento en la forma prevista en los artículos siguientes. Lo mismo sucederá si el juez no considerare suficientemente fundado el requerimiento o la multa propuesta  por el fiscal.

2) PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PROPIAMENTE TAL.

a) Casos en que se aplica.

              - Faltas penales que no tengan asignada únicamente pena de multa, 

             - simples delitos para los cuales el ministerio público requiriere una pena que no exceda de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, salvo que su conocimiento y fallo se sometiere a las normas del procedimiento abreviado.

            - casos en que el juez no considerare suficientemente fundado el requerimiento o la multa propuesta por el fiscal; y

           - casos en que el imputado reclamare, o manifestare de cualquier modo fehaciente su falta de conformidad con la imposición de la multa o su monto dentro de los quince días contados desde la notificación de la resolución del juez de garantía que la decreta. En esta clase de procedimientos no procederá la presentación de demandas civiles, salvo aquella que tuviere por objeto la restitución de la cosa o su valor. (393 CPP).

B) INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO.

Al igual que en el caso del procedimiento monitorio, y salvo que ya haya comenzado como monitorio, éste se inicia con un requerimiento o citación inmediata a juicio, que debe formular el fiscal ante el juez de garantía competente. 

La ley 19.789, de 31 de enero de 2002 agregó al Código procesal penal el artículo 393 bis., que se refiere al Procedimiento simplificado en caso de falta o simple delito flagrante. Tratándose de una persona sorprendida in fraganti cometiendo una falta o un simple delito de aquellos a que da lugar este procedimiento, el fiscal podrá disponer que el imputado sea puesto a disposición del juez de garantía, para el efecto de comunicarle en la audiencia de control de la detención , de forma verbal, el requerimiento a que se refiere el artículo 391, y proceder de inmediato conforme a lo dispuesto en este Título. 
C) TRAMITACIÓN.
El Artículo 393 dispone que recibido el requerimiento, el tribunal ordenará su notificación al imputado y citará a todos los intervinientes al juicio, el que no podrá tener lugar antes de veinte ni después de cuarenta días contados desde la fecha de la resolución. El imputado deberá ser citado con, a lo menos, diez días de anticipación a la fecha de la audiencia. La citación del imputado se hará bajo el apercibimiento señalado en el articulo 33 y a la misma se acompañarán copias del requerimiento y de la querella, en su caso.
 La resolución que dispusiere la citación ordenará que las partes comparezcan a la audiencia, con todos sus medios de prueba. Si alguna de ellas requiriere de la citación de testigos o peritos por medio del tribunal, deberán formular la respectiva solicitud con una anticipación no inferior a cinco días  a la fecha de la audiencia.

  Al inicio de la audiencia, señala el art. 394, el tribunal efectuará una breve relación del requerimiento y de la querella, en su caso. Cuando se encontrare presente la víctima, el juez instruirá a ésta y al imputado sobre la posibilidad de poner término al procedimiento de conformidad a lo previsto en el artículo 241, si ello procediere atendida la naturaleza del hecho punible materia del requerimiento.

 Si no se produjere acuerdo entre la víctima y el imputado con respecto a posibles acuerdos reparatorios, en los casos en que procedan, el tribunal preguntará al imputado si admite su responsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento o, si por el contrario, solicita la realización del juicio. Artículo 395
 Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho y no fueren necesarias otras diligencias, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos el juez aplicará únicamente pena de multa, a menos que concurrieren antecedentes calificados que justificaren la imposición de una pena de prisión, los cuales se harán constar en la sentencia. Con todo, la imposición de la pena de prisión no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se refiere el inciso primero, el juez no le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.
D) REALIZACIÓN DEL JUICIO. ART. 396.‑

Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato, dándose lectura al requerimiento del fiscal y a la querella, si la hubiere. En seguida se oirá a los comparecientes y se recibirá la prueba, tras lo cual se preguntará al imputado si tiene algo que agregar. Con su nueva declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena, y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos, para dar a conocer el texto escrito de la sentencia.

La audiencia no podrá suspenderse, ni aun por falta de comparecencia de alguna de las partes o por no haberse rendido prueba en la misma.

Sin embargo, si no hubiere comparecido algún testigo o perito cuya citación judicial hubiere sido solicitada de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 393 y el tribunal considerare su declaración como indispensable para la adecuada resolución de la causa, dispondrá lo necesario para asegurar su comparecencia. La suspensión no podrá en caso alguno exceder de cinco días, transcurridos los cuales deberá proseguirse conforme a las reglas generales, aún a falta del testigo o perito.

E) SENTENCIA DEFINITIVA.

           Aunque la ley no indica cuál debe ser su contenido, deberá ajustarse a lo dispuesto en el art. 342, en lo que no pugne con la simpleza y brevedad de este procedimiento, en virtud de la norma remisoria del art. 389.


Si la sentencia fuere condenatoria y se tratare de reiteración de faltas de una misma especie se aplicará, en lo que correspondiere, las reglas contenidas en el artículo 351. (Artículo 397)
F) SUSPENSIÓN DE LA IMPOSICIÓN DE CONDENA. (Art. 398).- 


Cuando resultare mérito para condenar por el hecho imputado, pero concurrieren antecedentes favorables que no hicieren aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. 

Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.
  Esta suspensión no afecta la responsabilidad civil derivada del delito.
G) RECURSOS. (ART. 399)

 Contra la sentencia definitiva sólo podrá interponerse el recurso de nulidad previsto en el Título IV del Libro Tercero. El fiscal requirente y el querellante, en su caso, sólo podrán recurrir si hubieren concurrido al juicio.
PROCEDIMIENTO POR DELITOS DE ACCION PENAL PRIVADA.

A. ‑GENERALIDADES.

El Código Procesal Penal, al igual que el Código de Procedimiento Penal, trata de él al reglamentar los procedimientos especiales, no obstante que, por su naturaleza, es un procedimiento ordinario o de aplicación general con respecto a esta clase de delitos, si bien, en la actualidad, su empleo es poco frecuente.

La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, acorde con este último predicamento, mantuvo la disposición del Proyecto remitido por el Poder Ejecutivo en el sentido de aplicar a este procedimiento, en subsidio, las normas del Libro Segundo del Código Procesal Penal, que tratan del Procedimiento Ordinario por Delitos de Acción Penal Pública.

Este críterio no fue compartido por la Comísión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, organismo que estimó que se trata de hechos punibles "que se encuentran más cerca de los delitos civiles que de los penales", agregando que "aquí no hay un interés social comprometido, sino un interés individual que la ley se interesa en proteger pero ello puede hacerse de igual modo en un procedimiento más breve y más barato". Atendido lo anterior, se concluyó, resulta más adecuado hacer aplicación subsidiaria de las normas del procedimiento simplificado en lugar de las del ordinario, con el objeto de agilizar el juicio.

Este fue, en definitiva, el criterio adoptado.

Siguiendo este predicamento, trataremos de él a continuación del simplificado.

Este procedimiento, en verdad, no tiene la importancia que el ordinario ni los procedimientos abreviados, toda vez que los delitos de acción penal privada, como dijimos, fueron reducidos a las cuatro figuras penales descritas en el Art. 55: a) calumnía e injuria; b) la falta señalada en el Nº11 del Art. 496 del Código Penal (injuria liviana de obra o de palabra no siendo por escrito ni con publicidad), c) la provocación a duelo y el denuesto o descrédito público por no haberlo aceptado; y d) el matrimonio del menor llevado a efecto sin el consentimiento de las personas designadas por la ley y celebrado de acuerdo con el funcionario llamado a autorizarlo. e) Cabe agregar, en virtud de la reforma introducida por la ley 19.806 de 31 de mayo de 2002 a la Ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques, la acción penal para perseguir la responsabilidad del librador que gira un cheque sin tener de antemano fondos o créditos disponibles suficientes en cuenta corriente en poder del Banco librado, o retira los fondos disponibles después de expedido el cheque o gira sobre cuenta cerrada.

En esta clase de procedimiento no tiene ingerencia alguna el Ministerio Público: ni en la etapa de investigación, ni en el juicio mismo.

Quién debe investigar es el propio querellante, a él le corresponde, en consecuencia, efectuar la indagación del presunto delito, reunir las pruebas que deberá ofrecer y producir y sostener la acción penal en la audiencia verbal contemplada al efecto ante el juez de garantía.

Tomando en cuenta esta circunstancia, y la de que los servicios policiales no se encuentran obligados a colaborar con esta investigación, como ocurre con la que efectúa el ministerio público, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado acordó facilitarle la tarea al querellante, disponiendo que éste puede pedir al juez de garantía, en su querella, que ordene la práctica de determinadas diligencias destinadas a precisar y comprobar los hechos que configuran el delito y sólo una vez realizadas estas diligencias se cite a la audiencia respectiva.

B.‑TRAMITACION.

1) Inicio del procedimiento.

El Art. 400 dispone que el procedimiento comenzará mediante la interposición de una querella presentada por persona habilitada para promover la acción penal, ante el juez de garantía competente.

La denuncia no es suficiente.

El escrito deberá cumplir con las exigencias del Art. 113 ‑que trata de los requisitos de la querella que debe presentarse en los delitos de acción penal pública‑ y con los señalados en el Art. 261, en lo que no fuere contrario a lo dispuesto en el título II que se refiere a este procedimiento.

La mención del Art. 261 constituye un error de cita, puesto que dicho precepto se refiere a la actuación que corresponde al querellante con posterioridad a la fijación de fecha para la celebración de la audiencia de preparación del juicio oral. Tal vez el legislador quiso referirse al Art. 391 que trata del contenido del requerimiento en el procedimiento simplificado.

Se impone legalmente al querellante la obligación de acompañar una copia de la querella por cada querellado a quien ésta deba notificarse.

Finalmente, el Art. 400, como ya habíamos adelantado, dispone que en la misma querella, el querellante podrá solicitar al juez la realización de determinadas diligencias destinadas a precisar los hechos que configuran el delito perseguido. Ejecutadas dichas diligencias, el tribunal citará las partes a una audiencia.

2) Retiro, Desistimiento y Abandono de la Querella.

Aunque la ley no lo dice, creemos que, conforme a las reglas generales, el querellante puede retirar su querella antes de que ella sea notificada al querellado, sin que se requiera formalidad alguna.

Una vez que el querellado ha sido notificado puede desistirse de ella, a menos que el querellado se oponga. Si el querellado no se opone, el tribunal deberá dictar sobreseimiento definitivo en la causa y el querellante será condenado al pago de las costas, salvo que el desistimiento obedeciere a un acuerdo con el querellado.

En caso que el querellado se oponga al desistimiento, el Art. 401 prescribe que no se dará lugar a él, por lo que el procedimiento deberá continuar.

El Art. 402 estatuye que la inasistencia del querellante a la audiencia del juicio, así como su inactividad en el procedimiento por más de treinta días, entendiendo por tal la falta de realización de diligencias útiles para dar curso al proceso que fueren de su cargo, producirán el abandono de la accion privada. En tal caso el tribunal, de oficio o a petición de parte, deberá decretar el sobreseimiento definitivo de la causa.

La norma referida agrega que lo mismo se observará, si habiendo muerto o caído en incapacidad el querellante, sus herederos o su representante legal no concurrieren a sostener la acción dentro del término de noventa días.

El breve plazo de 30 días de que dispone el querellante para activar el procedimiento, instando por la realización de las diligencias que fueren de su cargo, bajo sanción de abandono, tiene por objeto acelerarlo y evidencia el propósito del legislador de ponerle término dentro de un breve plazo.

Este objetivo queda igualmente de manifiesto con la supresión de la audiencia de preparación del juicio oral, primitivamente contemplada en el Proyecto.

3) Audiencia ante el juez de garantía.

De acuerdo con lo dispuesto en el inciso final del Art.  400 y con el Art. 396, el juez, al proveer la querella, debe citar al querellante y al querellado a una audiencia, con sus medios de prueba, fijando fecha al efecto. En caso que el querellante haya pedido diligencias, la audiencia se llevará a efecto una vez que éstas se hayan realizado.

El Código Procesal Penal contempla una sola audiencia en esta clase de juicios y ella cumple dos propósitos, uno, el llamado a conciliación, que debe hacerse al inicio y dos, en caso que no se produzca dicha conciliación, la realización del juicio pro​piamente tal,  en que deben producirse las alegaciones y rendirse las pruebas.

Primitivamente, el Proyecto enviado al Congreso contemplaba las dos audiencias clási​cas dentro del procedimiento por delito de acción penal pública: la de preparación del juicio oral y la del juicio oral. Fue la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, la que estimó que debía suprímirse la primera, en aras de la brevedad y conforme a su criterio de que debían aplicarse supletoriarnente las normas del procedimiento simplificado en lugar de las del procedimiento ordinario por delito de acción penal pública.

Atendido lo anterior, en esta clase de procedimientos existe, pues, una sola audiencia, la que debe cumplir los dos objetivos que se han señalado.

Otra de las características sobresalientes de esta clase de procedimiento es la de que las par​tes no se encuentran obligadas a asistir personalmente, ya que pueden hacerlo por me​dio de mandatario con facultades suficientes para transigir. Sin perjuicio de ello, debe​rán concurrir en forma personal, cuando el tribunal así lo ordenare expresamente.

Como expresamos, al inicio de la audiencia, el juez instará a las partes a buscar un acuerdo que ponga término a la causa. Tratándose de los delitos de calumnia o de inju​rias, otorgará al querellado la posibilidad de dar explicaciones satisfactorias de su con​ducta.

Sólo en caso en que no se produzca la conciliación se dará curso a la segunda parte de esta audiencia, consistente en el juicio mismo a fin de que las partes hagan sus alegacio​nes y produzcan sus pruebas. Luego de recibidas las pruebas, el juez de garantía pre​guntará al querellado si tiene algo que agregar. Con su nueva declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena, y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco primeros días, con el objeto de dar a conocer el texto escrito de la sentencia.

Lo anterior resulta de aplicar supletoriamente las reglas del Art. 396, relativas al procedimiento simplificado por mandato del Art. 405.

4) Recursos. 


En contra de la sentencia definitiva procede únicamente el recurso de nulidad pre​visto en el Título IV del Libro Tercero, ya que, como hemos dicho, deben aplicarse supletoriamente las normas del procedimiento simplificado, las que contemplan esta clase de recurso en contra de la sentencia definitiva.

1.- PROCEDIMIENTO RELATIVO A PERSONAS QUE GOZAN DE FUERO CONSTITUCIONAL.

A.- PERSONAS QUE TIENEN FUERO.

1) Concepto, personas a quienes se aplica.


El art. 58.2 de la CPR dispone que “Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o designación, o desde el de su incorporación, puede ser procesado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante si el tribunal de alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación, declarando haber lugar a la formaciòn de causa.”.


El Presidente de la República goza de este mismo fuero, en virtud de lo dispuesto por el art. 30 CPR.

El desafuero sólo procede con respecto a los crímenes y simples delitos. ( 58 CPR y 416 CPP).


Este antejuicio o requisito previo de procesabilidad es lo que conocemos como “Desafuero”, que constituye un resguardo a la función pública que desempeñan las autoridades mencionadas como una forma de preservar su independencia, y se extiende también a los ex Presidentes de la República para preservar la elevada función pública que desempeñaron anteriormente, evitando que cualquiera de ellos pueda ser objeto de denuncias o querellas criminales carentes de fundamento.

Se trata de una materia que fue objeto de una modificación profunda en el Proyecto, lo que concitó la atención de diputados y senadores por razones que es fácil suponer.

En el sistema del Código de Procedimiento Penal el desafuero comenzaba cuando el juez del crimen que conocía de un proceso criminal, estimaba que de los antecedentes reunidos o de la infonnación rendida, a petición de parte, aparecían "datos" contra un diputado o senador "que podrían bastar para la detención de un inculpado", por lo que disponía elevar los autos al tribunal de alzada correspondiente a fin de que éste, si hallare mento bastante, declarara que había lugar a la formacion de causa.

De esta manera, la cuestión medular a la que debía avocarse la Corte de Apelaciones respectiva consistía en resolver si existían o no "datos" suficientes para autorizar la detención  del diputado o senador cuestionado. Sobre este punto existe jurisprudencia aclaratoria de nuestros tribunales superiores.

En el Proyecto de Código Procesal Penal se adecué este antejuicio al nuevo sistema procedimental y se lo configuró como un requisito previo para poder formalizar la instrucción o investigación, prohibiendo al fiscal la realización de actuaciones posteriores a la petición de desafuero, a menos de recibir encargo expreso de la Corte de Apelaciones respectiva.

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado estimó que lo que impedía la Constitución era que se siguiera un proceso en contra de una persona aforada sin el desafuero previo, pero no impedía un procedimiento que se refiriera a la investigación de un delito en el que pudiera hallarse involucrada. Por dicho motivo, concluyó que el desafuero debía exigirse como requisito previo para acusar y no para formalizar.

Este fue el criterio que prevaleció.

Confonne a él, es posible que el ministerio público realice la indagación preliminar, a la que ya nos hemos referido, y aún fonnalice la investigación ante el juez de garantía, continuando con el procedimiento hasta el cierre de la investigación, todo ello, sin necesidad de solicitar el desafuero.

Si estima que cuenta con las evidencias suficientes para tener por comprobado el hecho punible indagado y la participación culpable que le habría correspondido a la persona aforada, lo que lo habilita para acusarlo, sólo entonces requenra que la Corte de Apelaciones correspondiente declare que ha lugar a la fonnación de causa.

Cuando se trató esta materia, en la Comisión referida se planteó el problema de si era posible que un diputado o senador pudiera renunciar al desafuero con el objeto de ser juzgado como cualquier ciudadano de la República.

Se sostuvo, no sin razón, que este antejuicio "en lugar de ser una protección para las personas que gozan de él se transforma en un elemento perjudicial", dado que en esta actuación no se analiza el fondo del asunto, no obstante lo cual, en la opinión pública queda la impresión de que la persona desaforada es culpable. Además, es perjudicial porque le impide al diputado o senador acogerse a algunas de las salidas alternativas contempladas en la ley.

El fiscal nacional y el senador, don Sergio Diez, estimaron que el desafuero era irrenunciable en razón de que estaría constituido en favor de las instituciones y no de las personas.

Compartimos plenamente estas autorizadas opiniones.

Como expresó el constitucionalista, don Francisco Cumplido Cereceda, en un informe pedido precisamente por la citada Comisión, el fuero parlamentario ha sido concebido como un privilegio destinado a asegurar la independencia de quienes ejercen funciones legislativas, agregando que no constituye un derecho de la persona sino un privilegio del cargo.

Por otra parte, como la Constitución no ha contemplado la renuncia, no ha podido reglamentar los efectos que se producirían en el caso en que ello sucediera, por ejemplo, si debería o no disponerse la suspensión en el cargo mientras dura el procedimiento.

2) Solicitud de Desafuero.

El Art. 416 prescribe que una vez que se ha cerrado la investigación, si el fiscal estimare que procede formular acusación por crimen 0 simple delito de acción penal pública en contra de una persona que tenga el fuero a que se refieren los incisos segundo, tercero y cuarto del art. 58 de la Constitución Política, debe remitir los antecedentes a la Corte de Apelaciones correspondiente, a fin de que, si hallare mérito , declare que ha lugar a la formación de causa.

La norma referida agrega que igual declaración deberá requerir el fiscal si, durante la investigación, deseare solicitar al juez de garantía la prisión preventiva del aforado o la imposición de otra medida cautelar en su contra.

El inciso final del citado Art. 416 dispone que si se tratare de un delito de accion penal privada, en los que, como sabemos, el ministerio público no tiene ingerencia, será el querellante el que deberá ocurrir a la Corte de Apelaciones respectiva solicitando el desafuero, con el objeto de que el juez de garantía pueda admitir a tramitación su querella criminal.

Como puede observarse, sí se trata de un delito de acción penal privada, que, unicamente puede investigarse en virtud de una querella, es menester que el querellante ocurra previamente ante la Corte de Apelaciones respectiva solicitando el desafuero pertinente. Si no lo obtuviere, el juez de garantía no dará curso a la querella.

3)Tramitación y fallo del Desafuero.

El Art. 58 de la Constitución dispone que la solicitud de desafuero debe ser resuelta por la Corte de Apelaciones, en pleno, esto es, con la intervención de todos sus ministros.

El Art. 63 del Código Orgánico de Tribunales, en su número 2º letra a), prescribe que corresponderá a la Corte de Apelaciones conocer en primera instancia "De los desafueros de las personas a quienes les fueren aplicables los incisos segundo, tercero y cuarto del Art. 58 de la Constitución Política” y el Art. 66 del mismo Código añade que el conocimiento de esta clase de asuntos corresponderá a todo el tribunal.

Finalmente, el Art. 67 de igual Código previene que para el funcionamiento del tribunal pleno se requerirá, a lo menos, "la concurrencia de la mayoría absoluta de los miembros  de que se componga la Corte".

La ley no se ha preocupado de reglamentar especialmente la tramitación que debe darse a las peticiones de desafuero en las Cortes de Apelaciones, por lo que estimamos que corresponderá aplicar las reglas generales pero adaptándolas al nuevo sistema.

Creemos que el tribunal pleno debe conocer del desafuero en audiencia pública, atendida la naturaleza del nuevo procedimiento, esencialmente oral, en la cual escuchará los alegatos de ambas partes, dejando la causa en acuerdo ante todo el tribunal. Se designará un ministro redactor, el que deberá dar forma a dicho acuerdo, una vez adoptado. Por supuesto, podrán existir votos disidentes y prevenciones, de los que deberá dejarse constancia en la sentencia.

Como veremos, el Código Procesal Penal suprimió el trámite de la relación al tratar de la sustanciación de los recursos, pero al referirse al desafuero onútió toda mención a esta materia. Atendido lo anterior, estimamos que la relación es perfectamente legítima. Por otra parte, este método de tomar conocimiento aparece como el más práctico y rápido, atendido el número de jueces que en este caso deben conocer y resolver el desafuero.

En esencia, lo que debe resolver la Corte, luego de conocer el asunto a través de la relación y de los alegatos, es si existe o no mérito para dar lugar a la formación de causa. Es decir, si resulta procedente que la persona aforada pierda su inmunidad y sea procesada por los tribunales conforme a las reglas generales. No importa un pronunciamiento sobre el fondo, si bien, en la práctica implica una suerte de prejuzgarniento.

La resolución del tribunal pleno que decide acerca del desafuero, en nuestro concepto, es una sentencia definitiva, ya que pone fin al antejuicio en la primera instancia.

De acuerdo con lo dispuesto en el Art. 418 dicha sentencia es apelable ante la Corte Suprema, la que conoce de dicho recurso en pleno, en virtud de lo prescrito en el N º 2 del Art. 96 del Código Orgánico de Tribunales.

4) Detención in fraganti

Si alguna de las personas mencionadas, Diputados y Senadores en actual ejercicio o ex Presidentes de la República que hayan desempeñado su cargo por el período completo, fuere detenida por haber sido sorprendida en delito flagrante, el fiscal la pondrá inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, le remitirá la copia del registro de las diligencias que se hubieren practicado y que fueren conducentes para resolver el asunto.

¿Qué "asunto" debe resolver la Corte de Apelaciones?

Parece obvio que el desafuero, ya que dicho tribunal no tiene competencia ni para investigar ni para conocer del procedimiento que reglamenta el Código Procesal Penal. Por lo demás, el  citado Art. 58.3 de la Constitución Política señala textualmente, "El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior", que se refiere precisamente a la declaración de haber o no lugar a la formación de causa.

Lo curioso, en todo caso, es que hasta este momento no existe una acusación de parte del fiscal, y no podría haberla ya que prácticamente no existe investigación. Todo ha comenzado con la detención inmediata de un aforado que ha sido sorprendido cometiendo un delito.

Resulta obvio que tampoco sería del caso aplicar la exigencia del desafuero previo para poder privar de libertad a un aforado en este evento, en razón de que la detención por delito flagrante constituye precisamente una excepción a esta exigencia conforme a lo dispuesto por el inciso segundo del referido Art. 58. El desafuero es necesariamente posterior a la detención.

Atendido lo anterior, aunque la ley no lo dice expresamente, la Corte de Apelaciones, a quien se remite un aforado detenido por haber sido sorprendido cometiendo un delito, debe estudiar la copia del registro de las diligencias que se hubieren practicado para resolver si ha lugar o no a la formación de causa, aunque no exista acusación de parte del fiscal ni haya siquiera formalización de la investigación, todo ello a la mayor brevedad.

Si el aforado apelare de la decisión de la Corte en orden a formar causa, y se pidiere ante ella la libertad del aforado, pendiente el recurso, la Corte podría hacer una de estas  dos cosas: disponer que la libertad se pida en la oportunidad y ante el tribunal correspondiente o bien, disponer la remisión inmediata del asunto al juez de garantía competente para que resuelva esta petición aunque la decisión de la Corte relativa a la formación de causa no haya sido revisada por la vía de la apelación. Nos inclinamos por la segunda solución, reconociendo que es una cuestión discutible, fundamentalmente por la primacía que reviste la decisión sobre la libertad de una persona.

Si aparecieren implicados individuos que no gozaren de fuero, se seguirá adelante el procedimi ento con relación a ellos.

5) Efectos del Desafuero.

La declaración de haber lugar a la formación de causa o desafuero, una vez ejecutoriada, suspende la inmunidad de que gozan las personas aforadas por mandato constitucional, quedando sujetas, desde ese momento, a las reglas comunes de procedimiento y a la jurisdicción de los tribunales.

Este distinto tratamiento, se explicó en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, obedece al hecho de que la Constitución tampoco contempló la apelación en este caso, por lo que ellos estimaron que no podían ir más allá que lo dispuesto en ella. Por otra parte, tuvieron presente que la razón de fondo para conceder la apelación en el evento de disponerse el desafuero era para "proteger el funcionamiento de los poderes públicos, por lo que, si ya un tribunal superior, en pleno, ha estimado que no procede dirigir un proceso penal en contra de un parlamentario, no parece razonable extender más el procedimiento".

B. ‑ FUERO DE LOS INTENDENTES Y GOBERNADORES.

El Art. 423 dispone que el procedimiento establecido en el párrafo 1º de este Título, relativo a los diputados, senadores y ex presidentes de la República, al que ya nos referimos, es aplicable a los casos de desafuero de un intendente o de un gobernador, en lo que fuere pertinente.
El fuero de los intendentes y gobernadores se encuentra establecido en el inciso final del Art. 113 de la Constitución Política de la República, el que estatuye que ningún tribunal procederá criminalmente contra alguno de ellos sin que la Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha lugar a la formación de causa. Este fuero fue establecido mediante una reforma constitucional introducida por la ley N` 19.097 publicada en el Diario Oficial el 12 de Noviembre de 1991.

Como puede advertirse, en este caso, la Constitución no requirió que la resolución de la Corte se adoptara en pleno, como en el evento anterior, lo que de inmediato plantea el problema de resolver acerca de la forma como debe conocerlo y fallarlo el Tribunal de Alzada, dado que el Art. 66 del Código Orgánico de Tribunales tampoco se refirió a esta materia entre las que deben ser objeto del pleno.

Conforme a las reglas generales podría estimarse que de esta materia debiera conocer una de las salas de la Corte.

Sin duda, se trata de un nuevo vacío legal.

2.- QUERELLA DE CAPÍTULOS

La querella de capítulos es un antejuicio en cuya virtud la Corte de Apelaciones respectiva declara que ha lugar a la formación de causa como requisito previo para que pueda hacerse efectiva la responsabilidad criminal de los jueces, fiscales judiciales y fiscales del ministerio público, por delitos que hubieren cometido en el ejercicio de sus funciones.

El Artículo 424, refiriéndose a su objeto expresa que la querella de capítulos tiene por objeto hacer efectiva la responsabilidad criminal de los jueces, fiscales judiciales y fiscales del ministerio público por actos que hubieren ejecutado en el ejercicio de sus funciones e importaren una infracción penada por la ley.

La finalidad de este antejuicio es impedir que se formulen acusaciones carentes de fundamento en contra de esas personas, menoscabando la dignidad de las funciones que desempeñan; por otra parte, tiende a impedir que queden impunes los delitos ministeriales que pudieren cometer, al entregar el conocimiento del antejuicio a un tribunal superior.

Solicitud de admisibilidad de los Capítulos de Acusación.


El Artículo 425 prescribe que una vez cerrada la investigación, si el fiscal estimare que procede formular acusación por crimen o simple delito contra un juez, un fiscal judicial o un fiscal del ministerio público, por actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones,  deberá presentar una querella, a la Corte de Apelaciones correspondiente, por escrito, en la que se especificarán los capítulos de acusación, y se indicarán los hechos que constituyeren la infracción de la ley penal cometida por el funcionario capitulado, a fin de que, si hallare mérito, declare admisibles los capítulos de acusación.

La sentencia que dictare aquélla, sea acogiendo o denegando la querella,  es apelable ante la Corte Suprema, según manda el art. 427.

La competencia de la Corte de Apelaciones emana de lo dispuesto por el  art. 63 Nº 2, letra d) y la de la Corte Suprema, del art.  98, ambos del Código Orgánico de Tribunales.

Los delitos ministeriales están indicados en el artículo 76  de la CPR.
El citado art. 425 previene que se requiere, asimismo, la declaración de admisibilidad de los capítulos de la acusación por parte de la Corte de Apelaciones respectiva, si el fiscal, durante la investigación, quisiere solicitar al juez de garantía la prisión preventiva de algunas de esas personas u otra medida cautelar en su contra.
Por último, si se tratare de un delito de acción privada, el querellante deberá ocurrir ante la Corte de Apelaciones solicitando igual declaración, antes de que se admitiere a tramitación por el juez de garantía la querella que hubiere presentado por el delito.
3) Detención por delito flagrante .

El art. 426 establece que si un juez, un fiscal judicial o un fiscal del ministerio público fuere detenido por habérsele sorprendido en delito flagrante, el fiscal lo pondrá inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, remitirá la copia del registro de las diligencias que se hubieren practicado y que fueren conducentes para resolver el asunto.
4) Efectos de la sentencia que declara admisible la querella de capítulos. 

El Art. 428. dispone que, cuando por sentencia firme se hubieren declarado admisibles todos o alguno de los capítulos de acusación, el funcionario capitulado quedará suspendido del ejercicio de sus funciones y el procedimiento penal continuará de acuerdo a las reglas generales.
Sin embargo, en el caso a que se refiere el inciso primero del artículo 425, el juez de garantía fijará de inmediato la fecha de la audiencia de preparación del juicio oral la que deberá verificarse dentro de los quince días siguientes a la recepción de los antecedentes por el juzgado de garantía. A su vez, la audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro del plazo de quince días contado desde la notificación del auto de apertura del juicio oral. Con todo, se aplicarán los plazos previstos en las reglas generales cuando el imputado lo solicitare para preparar su defensa.
5) Efectos de la sentencia que declara inadmisible la querella de capítulos. 

Según el Art. 429, si, en el caso del inciso primero del artículo 425, la Corte de Apelaciones declarare inadmisibles todos los capítulos de acusación comprendidos en la querella, tal resolución producirá los efectos del sobreseimiento definitivo respecto del juez, fiscal judicial o fiscal del ministerio público favorecido con aquella declaración. 
Tratándose de la situación contemplada en el inciso final del mismo artículo, el juez de garantía no admitirá a tramitación la querella que ante él se hubiere presentado y archivará los antecedentes.
Si en el mismo procedimiento aparecieren implicados otros individuos que no fueren jueces, fiscales judiciales o fiscales del ministerio público, se seguirá adelante en relación con ellos.
3.- EXTRADICIÓN

A.- CONCEPTO.

 Es la entrega que un Estado hace a otro de un individuo, acusado o condenado por un delito común, que se encuentra en su territorio, para que en este país se le enjuicie penalmente o se ejecute la pena, realizada conforme a normas preexistentes de validez interna o internacional.

B.-  EXTRADICIÓN ACTIVA

1) Procedencia.

El art. 431 dispone que cuando en la tramitación de un procedimiento penal se hubiere formalizado la investigación por un delito que tuviere señalada en la ley una pena privativa de libertad cuya duración mínima excediere de un año, respecto de un individuo que se encontrare en país extranjero, el ministerio público deberá solicitar del juez de garantía que eleve los antecedentes a la Corte de Apelaciones, a fin de que este tribunal, si estimare procedente la extradición del imputado al país en el que actualmente se encontrare, ordene sea pedida. Igual solicitud podrá hacer el querellante, si no la formulare el ministerio público.
La extradición procederá, asimismo, con el objeto de hacer cumplir en el país una sentencia definitiva condenatoria a una pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo superior a un año.
El mismo procedimiento se empleará en los casos enumerados en el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, que se refiere a los crímenes o simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República y que, por excepción, quedan sometidos a la ley chilena.
Del Art. 431, citado, aparece que son requisitos de procedencia de la extradición activa:

a) Que se trate de la investigación de un delito que tenga señalada en la ley una pena privativa de libertad superior a un año o del cumplimiento efectivo de una sentencia definitiva condenatoria, a igual pena;

b) Que en el primer caso, se haya formalizado la investigación;

 c) Que el imputado se encuentre en país extranjero.

2)Tramitación de la Extradición Activa ante el Juez de Garantía.

El Art. 431 dispone que cuando en la tramitación de un procedimiento penal se hubiere formalizado la investigación por un delito que tuviere señalado en la ley una pena privativa de libertad superior a un año, y el imputado se encontrare en el extranjero, el ministerio público podrá pedir al juez de garantía que eleve los antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva, a fin de que este tribunal, si lo estima procedente, ordene que dicho imputado sea pedido.

Igual solicitud podrá hacer el querellante si el ministerio público no la hubiere efectuado.

El precepto mencionado finaliza expresando que la extradición podrá ser solicitada, asimismo, con el objeto de hacer cumplir en el país una sentencia condenatoria que imponga una pena privativa de libertad superior a un año.

Como puede observarse, la extradición sólo puede ser solicitada por el ministerio público, o por el querellante si aquél no lo ha hecho, pero sólo una vez que se haya formalizado la investigación.

El Art. 432 previene que es posible formalizar una investigación criminal por un delito cometido por una persona que después se  ausente del país, debiendo ser representado en la audiencia respectiva por el defensor penal público, si no contare con defensor particular.

De lo anterior se desprende que es factible que el ministerio público comience una investigación criminal, no obstante que la persona sindicada de haber cometido el delito que se pesquisa se encuentre en el extranjero. Si al término de esta indagación el fiscal estima que ha reunido antecedentes bastantes para formalizar, pedirá al juez de garantía la fijación de una audiencia para estos efectos, diligencia en la que el ausente será representado en la flarma que ya expresarnos.

La solicitud de extradición podrá ser efectuada en la mísma audiencia de formalízación, o en otra audiencia pedida con este objeto, requiriendo que los antecedentes reunidos se eleven a la Corte de Apelaciones respectiva a fin de que ésta resuelva.

Esta petición será debatida en dicha audiencia, en la que el ausente será representado, como hemos dicho, por un defensor particular o, en su defecto, por el defensor penal público. Al término de ella, si el juez estimare que concurren en la especie los requisitos de procedencia de la extradición y los consignados en el Art. 140, que, como sabemos, son los que autorizan la prisión preventiva del imputado, acogerá la petición en el sentido de elevar los antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva.

3) Tramitación de la extradición activa ante la Corte de Apelaciones.

El art. 63, Nº 1, letra d) del COT establece que las Cortes de Apelaciones conocerán en única instancia de la solicitud de extradición activa.

El Art. 433 dispone que recibidos los antecedentes por la Corte de Apelaciones, ésta fijará una audiencia para fecha próxima, a la cual citará al ministerio público, al querellante, si éste hubiere solicitado la extradición y al defensor del imputado. La audiencia, que tendrá lugar con los litigantes que asistieren y que no se podrá suspender a petición de éstos,  se iniciará con una relación pública de los antecedentes que motivaren la solicitud; luego, se concederá la palabra al fiscal, en su caso al querellante y al defensor.

Durante la tramitación ante este tribunal, el Art. 434 prescribe que, a petición del fiscal o del querellante que la hubiere requerido, la Corte de Apelaciones podrá solicitar del Ministerio de Relaciones Exteriores que se pida al país en que se encontrare el imputado que ordene la detención previa de éste o adopte otra medida destinada a evitar la fuga de la persona cuya extradición se solicitará, cuando el juez de garantía hubiere comprobado la concurrencia de los requisitos que admitirían decretar la prisión preventiva u otra medida cautelar personal.
La solicitud de la Corte de Apelaciones deberá consignar los antecedentes que exigiere el tratado aplicable para solicitar la detención previa o, a falta de tratado, al menos los antecedentes contemplados en el artículo 442.
4) Fallo de la solicitud de extradición activa.

Finalizada la audiencia, la Corte de Apelaciones resolverá en un auto fundado si debiere o no solicitarse la extradición del imputado.
El Art. 435 señala, además, que en contra de la resolución de la Corte de Apelaciones que se pronunciare sobre la solicitud de extradición, no procederá recurso alguno.

Situaciones que pueden presentarse:

a) En caso de acogerse la solicitud de extradición, la Corte de Apelaciones se dirigirá al Ministerio de Relaciones exteriores, mediante el oficio correspondiente, haciéndole llegar copia de la resolución pertinente, y pidiéndole que se practiquen las gestiones diplomáticas que fueren necesarias para obtener la extradición del imputado.

Acompañará, además, copia de la fonnalización de la investigación que se hubiere efectuado en contra del imputado; los antecedentes que la hubieren motivado o la resolución firme que hubiere recaído en el procedimiento, si se tratare de un condena​do; los textos legales que tipificaren y sancionaren el delito; los referentes a la prescrip​ción de la acción y de la pena; y toda información conocida sobre filiación, identidad, nacionalidad y residencia del imputado.

Cumplidos estos trámites, la Corte de Apelaciones devolverá los antecedentes al juzgado de garantía que se los hubiere elevado.

El Art. 437 dispone que el Ministerio de Relaciones Exteriores, deberá legalizar y traducir los documentos acompañados, si fuere del caso, y hará las gestiones necesarias para dar cumplimiento a la resolución de la Corte de Apelaciones.

Si obtuviere la extradición del imputado, lo hará conducir desde el país en que se encontrare, hasta ponerlo a disposición de la Corte de Apelaciones requirente. La Corte, a su vez, ordenará que el imputado sea entregado al tribunal competente, a fin de que el procedimiento siga su curso o de que se cumpla la condena, si se hubiere pronunciado sentencia firme.

b) En caso que la Corte de Apelaciones declare no ser procedente la extradición, devolverá los antecedentes al juez de garantía que los hubiere elevado a fin de que proceda según corresponda.

Recordemos que en contra de esta resolución no procede recurso alguno.

c)Si la extradición, no obstante ser dispuesta por la Corte de Apelaciones, no fuere acogida por las autoridades del pais en que el imputado se encontrare, se comunicará el hecho al tribunal de garantía, para que, igualmente, proceda según corresponda.

5) Multiplicidad de Imputados.

El Art. 439 preceptúa que si el procedimiento comprendiere a un imputado que se encontram en el extranjero y a otros imputados presentes, se observarán las disposiciones anteriores en cuanto al primero y, sin perjuicio de su cumplimiento, se proseguirá el procedimiento, sin interrupción, en contra de los segundos.

C. ‑ EXTRADICION PASIVA.

1) Procedencia de la Extradición Pasiva.

El Art. 440, prescribe que cuando un país extranjero solicitare a Chile la extradición de individuos que se encontraren en territorio nacional y que en el país requirente estuvieren imputados de un delito o condenados a una pena privativa de libertad de duración superior a un año, el Ministerio de Relaciones Exteriores remitirá la petición y sus antecedentes a la Corte Suprema.
Esta norma de procedencia de la extradición pasiva, guarda concordancia perfecta con la de procedencia de la extradición activa, contenida en el Art. 431. Basta leer ambas disposiciones para darse cuenta de ello.

En ambas se requiere que se trate de personas imputadas de delitos que tengan asignada en la ley una pena privativa de libertad superior a un año, o bien, de personas que hayan sido condenadas a igual pena.

En el caso de la extradición pasiva, la petición del país extranjero que se conduce por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, se dirige a la Corte Suprema de Justicia.

2)Tramitación de la Extradición Pasiva en Primera Instancia.

El Art. 441 establece que una vez recibidos los antecedentes conducidos a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Corte Suprema designará a uno de sus Ministros, quien conocerá en primera instancia de la solicitud de extradición, debiendo fijar día y hora para la realización de una Audiencia pública. Luego, dicho ministro pondrá la petición y sus antecedentes en conocimiento del representante del Estado requirente y del imputado, a menos que se hubieren solicitado medidas cautelares personales en contra de este último.

Si se hubiesen pedido tales medidas, el conocimiento de la petición y los antecedentes se suministrarán al irnputado una vez que las mismas se hubieren decretado. 

Anteriormente, el conocimiento de la extradicíón pasiva, en primera instancia, le correspondía al Presidente de la Corte Suprema. Actualmente, el Nº 3º del Art. 53 del Código Orgánico de Tribunales, después de la modificación introducida por la ley 19.665, de 9 de Marzo de 2000, determina que el conocimiento de este asunto le corresponde en primera instancia a un mirustro de la Corte Suprema.

El Art. 443 dispone que en el procedimiento de extradición pasiva, representará al Estado requirente el ministerio público, lo que no obstará al cumplimiento de lo dispuesto en su Ley Orgánica Constitucional. Sobre este particular debemos recordar que el ministerio público debe encuadrar su actividad al principio de objetividad, lo que le obliga a investigar no solo lo que perjudique al imputado sino todo aquello que lo beneficie.

El inciso segundo de la norma mencionada agrega que en cualquier momento antes de la Audiencia, a que debe citar el ministro de la Corte Suprema, el país requirente podrá designar otro representante, caso en el cual cesará la intervención del ministerio público.

El Art. 444 dispone que si el Estado requirente y el imputado quisieren rendir prueba testimonial, pericial. o documental, deberán ofrecerla con una anticipación de tres días, a lo menos, a la fecha de la audiencia, individualizando a los testigos, si los hubiere.

La prueba deberá rendirse en la audiencia respectiva​

3) Medidas Cautelares y libertad provisional del Imputado.

Las medidas Cautelares Personales en contra de un sujeto cuya extradición se requiere, pueden ser pedidas antes o después de la solicitud formal de extradición.

3. a) El Art. 442 del Código Procesal Penal dispone que aún antes de recibirse la solicitud formal de extradición, el ministro de la Corte Suprema designado podrá decretar la detención del imputado, si así se hubiere estipulado en el tratado respectivo o lo requiriere el Estado extranjero mediante una solicitud que contemple las siguientes menciones mínimas:

a) La identificación del imputado;

b) La existencia de una sentencia condenatoria firme o de una orden restrictiva o privativa de libertad del imputado;

c) la calificación del delito que motivare la solicitud y el lugar y la fecha de comisíón de aquél; y

d) La declaración de que se solicitará formalmente la extradición.

La detención previa se decretará por el plazo que determine el tratado aplicable o, en su defecto, por un máximo de DOS MESES a contar de la fecha en que el Estado requirente fuere notificado del hecho de haberse producido la detencion previa del iinputado.

3. b) Por su parte, el Art. 446, estatuye que una vez presentada la solicitud de extradición, el Estado requirente podrá solicitar la prisión preventiva del imputado u otras medidas cautelares personales, las que se decretarán si se cumplieren los requisitos que disponga el Tratado respectivo o, en su defecto, los previstos en el título V del Libro Primero.

El Art. 447 dispone que en cualquier estado del procedimiento se podrá conceder la libertad provisional al imputado de acuerdo a las reglas generales, pero el ministro de la Corte Suprema que se designare deberá adoptar las medidas que estime pertinentes para evitar su fuga.

4) Audiencia en la Extradición Pasiva.

Como dijimos, una vez recibida por la Corte Suprema la solicitud de extradición pasiva por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores, designará a uno de sus ministros para que conozca de ella en primera instancia.

Dicho ministro, como tribunal unipersonal, fijará día y hora para la celebración de una Audiencia, a la que citará al representante del Estado requirente y al imputado.

La audiencia será presidida por dicho ministro y será pública. A su inicio, el representante del Estado requirente dará breve cuenta de los antecedentes en que se funda la petición de extradición. Si este representante fuere el ministerio público, hará saber también los hechos y circunstancias que obraren en beneficio del inculpado debido a que a ello lo obliga el principio de objetividad, al que nos referimos.

A continuación se rendirá la prueba testimonial, pericial o documental que hubieren ofrecido las partes.

Una vez rendida la prueba, si el imputado lo deseare, podrá prestar declaración y, de hacerlo, podrá ser contrainterrogado. Debe señalarse que, en conformidad con lo dispuesto en el Art. 445, el imputado tendrá siempre derecho a prestar declaración, pero en tal caso podrá ser libre y directamente interrogado por el representante del Estado requirente y por su defensor.

En caso de que se hubiere rendido prueba o hubiere declarado el imputado, se le concederá la palabra al representante del Estado requirente, para que exponga sus conclusiones. Luego se concederá la palabra al imputado, para que, personalmente o a través de su defensor, efectuare las argumentaciones que estime procedentes.

5) Fallo de la Extradición pasiva.

El ministro de la Corte Suprema, actuando como tribunal unipersonal, una vez terminada la Audiencia referida, deberá pronunciar sentencia definitiva, por escrito, dentro de quinto día, en la que podrá acoger o no la extradición soficitada.

En contra de esta sentencia procederán los recursos de apelación y de nulidad, este último sólo podrá fundarse en una o más de las causales previstas en los Arts. 373, letra a) y 374.

El conocimiento de estos recursos corresponderá a la Corte Suprema de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 450.

En el evento de interponerse ambos recursos, deberán serlo en forma conjunta, en un niismo escrito, uno en subsidio del otro y dentro del plazo previsto para ejercer el recurso de apelación.

La Corte Suprema conocerá de ellos en conformidad a las reglas generales para la tramitatación de los recursos.

Situaciones que pueden presentarse:

El Art. 449 dispone que el ministro de la Corte Suprema concederá la extradición si estimare comprobada la existencia de las siguientes circunstancias:

a) La identidad de la persona cuya extradición se solicitare;

b) Si el delito que se le imputare o aquél por el cual se le hubiere condenado, sea de aquellos que autorizan la extradición según los tratados vigentes o, a falta de éstos, en conformidad con los principios de Derecho Internacional; y

c) Que de los antecedentes del procedimiento pudiere presumirse que en Chile se deduciría acusación en contra del imputado por los hechos que se le atribuyen.

Ejecutoriada que se hallare esta sentencia, el ministro de la Corte Suprema pondrá al imputado requerido a disposición del Ministerio de Relaciones Exteriores, a fin de que o entregue al país que lo hubiere solicitado.

 b) Si la sentencia denegare la extradición, aún cuando no se encontrare ojecutoriada, el ministro de la Corte Suprema procederá a decretar el cese de cualquier medida cautelar personal que hubiere decretado en su contra.

Ejecutoriada la sentencia que hubiere dictado denegando la extradición pedida, el ministro referido comunicará al Ministerio de Relaciones Exteriores el resultado del procedimiento, incluyendo copia autorizada de la sentencia que en él hubiere recaído.

5. c) Si el Estado requirente se desistiere de la petición de extradición, lo que puede hacer en cualquier etapa del procedimiento, deberá dictarse sobreseimiento definitivo.

6) Extradición pasiva simplificada.

El Art. 454 dispone que si la persona cuya extradición se requiriere, luego de ser informada acerca de los derechos que tiene a un procedirniento formal de extradición y de la protección que éste le brinda, con asistencia letrada, expresa ante el ministro de la Corte Suprema que conociere de la causa, su conformidad en ser entregado al Estado solicitante, dicho ministro concederá, sin más trámites la extradición pedida, poniendo a dicha persona a disposición del Ministerio de Relaciones Exteriores, a fin de que sea entregado al país que lo hubiere requerido.

4.- PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE MEDIDAS DE SEGURIDAD
A. ‑ DISPOSICIONES GENERALES. 

1) Generalidades.

El Nº 1º del Art. 10 del Código Penal estatuye que se encuentra exento de responsa​bilidad criminal el loco o demente, a no ser que haya obrado en un intervalo lúcido y el que, por cualquier causa independiente de su voluntad, se halla priva​do totalmente de razón.

La participación de un "loco o demente" en un delito ‑términos legales, no médicos -, ​plantea de inmediato el problema de determinar el estado de su salud mental durante la perpetración del hecho ilícito o después de cometido para resolver la continuación o suspensión del procedimiento y para la aplicación de las medidas de seguridad que procedieren.

Por otra parte, si bien, en definitiva dicha persona puede resultar exenta de responsabi​lidad crinúnal si se comprobare que se hallaba en estado de demencia o privada total​mente de razón por una causa independiente de su voluntad a la fecha de la comisión del delito, o cayere en estado de enajenación mental durante el procedimiento ‑situa​ción que imposibilitaría aplicarle una sanción penal‑ el hecho ¡lícito imputado debe ser igualmente investigado, así como la participación que pudo haberle cabido a dicha persona, para determinar, en definitiva, por una parte, la existencia o no del delito atribuido y, por otra, la participación efectiva que pudo tener en el n‑úsmo.

Sólo en la segunda de estas hipótesis ‑existencia del delito y participación efectiva en el hecho ilicito‑ será posible sobreseer definitivamente al imputado o absolverlo si ha sido acusado, por causa de su salud mental.

Asimismo, sólo en esta hipótesis, sería posible aplicarle una medida de seguridad, en atención a que el Art. 455 requiere, como requisito de procedencia de esta clase de medidas, que el imputado sea un "enajenado mental que hubiere realizado un hecho típico y antijurídico" y siempre que existieren antecedentes califica​dos que permitieren presumir que atentará contra sí mismo o contra otras personas.

Dejemos establecido, desde ya, que con respecto al imputado loco o demente, es posible distinguir tres etapas: 

a) La persona comete el delito encontrándose en estado de enajenación men​tal; 

b) Cae en enajenación mental durante el procedimiento; y 

c) Cae en enajenación mental después de pronunciada la sentencia y durante su cumplimiento.

2)Medidas de Seguridad.

Las medidas de seguridad son aquellas que deben aplicarse al enajenado mental que ha cometido un hecho ilícito, o, como dice el Art. 455, "que hubiere realízado un hecho típico y antijurídico” y siempre que existieren antecedentes califica​dos que permitieren presumir que atentará contra sí mismo o contra otras personas.

El Código de Procedimiento Penal, al reglamentar las medidas de seguridad, no exigía para la procedencia de todas ellas la circunstancia de que existieran antecedentes calíficados que permítieren presumir que el enajenado mental atentaría contra sí mismo u otras personas. La circunstancia antedicha únicamente era requisito para aplicar la medida de protección consistente en la internación en un establecimiento destinado a enfermos mentales.

Las medidas de seguridad que contempla el Código Procesal Penal son:

a) Internación en un establecimiento siquiátrico; y

b) 
Su custodia y tratamiento por su familia, guardador, o alguna institución publica o particular de beneficencia, socorro o caridad.

La internación se efectuará en la forma y condiciones que se establecieren en la sentencia que la impone. Cuando la sentencia dispusiere la medida de custodia y tratamiento, fijando igualmente, las condiciones de éstos y entregará el enajenado mental a su familla, a su guardador, o a alguna institución pública o particular de beneficencia, soco​rro o caridad.

El Art. 457 prescribe que en ningún caso la medida de seguridad podrá llevarse a cabo en un establecimiento carcelario. Si la persona se encontrare recluida, deberá ser trasladada a una institución especializada para re~ su custodia, tratamiento o internación. Si no lo hubiere en el lugar, se habilitará un recinto especial en el Hospital Páblico más cercano.

El Art. 456 dispone que el procedinúento para la imposición de las medidas de seguri​dad referidas se rige por las reglas contenidas en el Título VII del Libro Cuarto y en lo no previsto por éste, por las disposiciones del Libro Segundo, en cuanto no fueren contradictorias.

B. ‑ SUJETO QUE COMETE EL DELITO EN ESTADO DE ENAJENACIÓN MENTAL.

1) Procedimiento para la determinación del estado de enajenación mental.

En la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se planteó el problema de decidir si una persona, imputada de un delito, de quien se sospecha que pudiere hallarse con sus facultades mentales perturbadas, se encuentra o no en condiciones de enfrentar un juicio y defenderse adecuadamente. Se hizo presente que el campo de las demencias es bastante amplio, ya que se encuentran incluidas en ella incluso las demencias seniles, como el mal de alzheirner y la arterioscle​rosis.

Dicha Comisión decidió incorporar un artículo nuevo al Proyecto ‑el actual Art. 10​ -, que permite expresamente al juez de garantía adoptar, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para que el imputado ejerza adecuadamente los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes, o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Dicha norma agrega que si esas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez ordenará la suspensión del procedimiento y citará a los intervinientes a una audiencia que se celebrará con los que asistan. Con el mérito de los antecedentes reunidos y de lo que en dicha audiencia se expusiere, resolverá la continuación del procedimiento o decretará el sobreseimiento temporal del mismo.

El Art. 458 prescribe que cuando en el curso del procedimiento aparecieren antecedentes que permitieren presumir la inimputabilidad por enajenación mental del imputado, el ministerio público o el juez de garantía, de oficio o a petición de parte, solicitará un informe siquiátrico, explicitando la conducta punible que se investiga en relación a éste.

El juez ordenará la suspensión del procedimiento hasta tanto no se evacue el informe requerido, sin perjuicio de continuarse respecto de los demás coimputados, si los hubiere.

El Art. 459 agrega que si existiere antecedentes acerca de la enajenación mental del imputado, sus derechos serán ejercidos por un curador ad‑litem que designará al efecto.

Evacuado el informe siquiátrico, si el ministerio público hallare mérito para sobreseer  temporal o definitivamente la causa, formulará la solicitud respectiva al juez de garantía, luego de cerrada la investigación y dentro del plazo de diez días que le concede el Art. 248.

Con todo, agrega la norma, si concluida la investigación, el fiscal estimare que concurre la causal de extinción de responsabilidad criminal prevista en el Nº lº del Art. 10 del Código Penal y, además, considerare aplicable una medida de seguridad, deberá pedir el sobreseimiento definitivo por esta causal y la aplica​ción de una medida de este carácter.

El Art. 461 determina sobre el particular que el fiscal deberá requerir la medida de seguridad correspondiente, por escrito, la que deberá contener, en lo pertinente, las menciones exigidas  para el escrito de acusación.

En concordancia con lo anterior, el Art. 462 previene que formulado el requerimiento por el fiscal respecto de la enajenación pretendida y la medida de seguridad propuesAti corresponderá al juez de garantía declarar  si el sujeto requerido se encuentra o no m la situación prevista en el N` lo del Art. 10 del Código Penal. Recordemos que la letra, c) del Art. 250 previene, que el juez de garantía decretará sobreseimiento definitivo cuando el imputado estuviere exento de responsabilidad criminal en conformidad con el Art. 10 del Código Penal o en virtud de disposición legal.

El inciso final del Art. 461 estatuye que el fiscal no podrá, en caso alguno, solicitar la aplicación del procedimiento abreviado o la suspensión condicional del procedimiento.

2) Forzamiento de la acusación.

El Art. 462 dispone que si el juez apreciare que los antecedentes no permiten establecer con certeza  la inimputabilidad, rechazará el requerimiento y la medida de seguridad solicitada toda vez que esta última es accesoria de la primera.

Como puede observarse, en la situación prevista por el citado Art. 462, el juez de garantía no está seguro si el imputado cometió el hecho punible atribuido en estado de enajenación mental de manera que ante tal íncertidurnbre no podría sobreseer definitivamente por este motivo. Debe ordenar, pues, que continúe el procedimiento mediante la acusación correspondiente para dar paso al juicio oral, oportunidad en que se establecerá por el tribunal de juicio oral en lo penal, si acreditada la existencia del hecho punible y la participación del imputado, éste se encontraba o no en estado de enajenación mental al momento de cometerlo.

Conforme a este predicamento, dispondrá que la acusación se formule por el querellante, siempre que éste se hubiere opuesto al requerimiento del fiscal para que la sostenga en lo sucesivo en los mismos términos que el Código la establece para el ministerio público.

En caso contrario, o sea, si no existe querellante o éste no se hubiere opuesto al requerimiento del fiscal, el juez ordenará al ministerio público la formulación de la acusación conforme al trárnite ordinario.

Se trata de otro caso de forzamiento de la acusación, diferente del reglamentado en el Art. 258, que ya vimos, en el que, por insuficiencia de antecedentes probatorios, no es posible determinar claramente la existencia del hecho punible o la participación del imputado, o ambas cosas. En la situación contemplada en el Art. 462 no se trata de k carencia o insuficiencia de pruebas, sino que de la consideración de si el imputado es o no enajenado mental, cuestión que aparece dudosa para el juez de garantía.

El inciso final del citado Art. 462 estatuye que los escritos de acusación, sean del querellante o del fiscal, podrán contener peticiones subsidiarias relativas a la imposición de medidas de seguridad.

Cabe hacer notar que esta norma incurrió en una imprecisión al expresar que en los escritos de acusación pueden formularse además peticiones subsidiarias relativas a medidas de seguridad, ya que una petición subsidiaria resulta procedente sólo si no se acoge la principal, sin embargo, en la especie, las medidas de seguridad resultan ¡inpro​cedentes sí no se establece que el imputado sea un enajenado mental a la luz de lo dispuesto en el Art. 455. Tal vez, el legislador quiso referirse a las peticiones accesorias relativas a las medidas de seguridad.

La acusación del querellante o la forzada del ministerio público darán origen, obvia​mente, a la audiencia de preparación del juicio oral y, posteriormente, al juicio oral mismo, en conflarmidad a las reglas generales.

3) Reglas especiales relativas a la Audiencia de Juicio Oral en que se pide Aplica​ción de Medidas de Seguridad.

El Art. 463 establece las siguientes reglas especiales sobre esta materia:

            a) El procedimiento no se podrá seguir conjuntamente contra sujetos enajenados mentales y otros que no lo fueren;

            b) El juicio deberá celebrarse a puerta cerrada, sin la presencia del enajenado mental, cuando su estado imposibilite la audiencia, y

c) La sentencia deberá ser absolutoria si no se constatare la existencia de un he​cho típico y anfijurídico o la participación del imputado en él; en caso contrario, podrá imponer al inimputable una medida de seguridad.



           La última regla requiere de una explicación o precisión.

La sentencia definitiva absolutoria que debe pronunciar el tribunal de juicio oral en lo penal, en caso que haya existido una acusación, voluntaria o forzada, puede adoptarse:


            a)  Porque no se ha comprobado la existencia del hecho punible; o

b) Porque, habiéndose acredítado, no se ha establecido la participación efectiva del imputado, con prescindencia de si éste es o no un enajenado mental.

c) Pero, igualmente, la sentencia definitiva puede resultar absolutoria, no obstante haberse comprobado los supuestos anteriores ‑que, por cierto, da​rian paso a una sentencia condenatoria‑ en caso que se establezca que el imputado se encuentra exento de responsabilidad criminal por tratarse de un enajenado mental en los términos del Nº 1º del art. 10 del Código Penal.

Como no se le puede sancionar con una pena, atendido su estado, sólo en esta hipótesis resulta posible la aplicación de una medida de seguridad, en razón de que se ha estable​cido por el tribunal de juicio oral, en la sentencia que dicte, que se trata de un enajena​do mental, declaración para la cual es plenamente competente.

La última hipótesis, improbable, pero que igualmente podría ocurrir, consiste en que: 
a)en el juicio oral se establezca la existencia de un hecho punible; 
b)la participación del imputado; y
 c)que se establezca, además, en forma fehaciente, que éste no se hallaba en estado de enajenación mental cuando cometió el delito. En este evento, deberá ser sancionado en conformidad con las reglas generales.

La decisión del juez de garantía que decidió continuar con el procedimiento, ordenando que se formulara la acusación correspondiente, no resulta vinculante, en manera alguna, para el tribunal de juicio oral en lo penal, dado que la ley le permite a aquél optar por este camino precisamente cuando no haya logrado adquirir la certeza acerca de la inimputabilidad del inculpado.

4)Internación Provisional del Imputado.

El Art. 464 previene que durante el procedimiento el tribunal podrá ordenar, a petición de alguno de los intervinientes, la internación provisional del ¡imputado en un establecimiento asistencial, cuando concurrieren los requisitos señalados en los arts. 140 y 141 ‑ que se refieren a los requisitos necesarios para disponer la prisión preventi​va del imputado ‑ y el informe siquiátrico practicado al imputado señalare que éste sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales que hicieren temer que atentará contra sí mismo o contra otras personas.

Se tata, sin duda, de una situación grave que requiere la adopción de una medida urgente en resguardo del propio imputado y de terceros, que, en todo caso, tiene un carácter provisional

C. ‑ IMPUTADO QUE CAE EN ENAJENACION MENTAL DURANTE EL PROCEDIMIENTO.

El Art. 465 prescribe que si después de iniciado el procedimíento, el imputado cayere en enajenación mental, el juez de garantía decretará a petición del fiscal o de cualquiera de los intervinientes, y previo informe siquiátrico, el sobreseimiento temporal del procedimiento hasta que desapareciere la incapacidad del imputado, o el sobreseimiento definitivo si se tratare de una enajenación mental incurable.

La regla anterior, añade la disposición citada, sólo se aplicará cuando no procediere la terminación del procedimiento por cualquier otra causa.

Si en el momento de caer en enajenación mental el imputado, se hubiere formalizado la investigación o se hubiere deducido acusación en su contra, y se estimare que corresponde adoptar una medida de seguridad, se aplicarán las normas que ya estudiamos cuando la enajenación mental existía al momento de cometerse el delito y ella se descubriere o apareciere durante el procedimiento.

D. ‑ EJECUCION DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD.

El Art. 481 dispone que las medidas de seguridad impuestas al enajenado mental solo podrán durar mientras subsistieren las condiciones que las hubieren hecho necesarias, y en ningún caso, podrán extenderse más allá de la sanción restrictiva o privativa de libertad que hubiere podido imponérsele o del tiempo que correspondiere a la pena mínima probable, el que será señalado por el tribunal. El referido artículo previene que se entiende por pena minima probable, para estos efectos, el tiempo mínimo de privación o restricción de libertad que la ley prescribiere para el delito o delitos por los cuales se hubiere dirigido el procedimiento en contra del sujeto enajenado mental, en los casos en que se hubiere formalizado la investigación o la acusación.

Cabe puntualizar que cualquiera de las limitaciones antedichas tiene la virtud de poner término a las medidas de seguridad ‑la no subsistencia de las condiciones que la hubieren hecho necesaria y la extinción de la pena que hubiere podido imponérsele o de la pena mínima probable, de manera que la primera de ellas que ocurra es la que debe aplicarse.

La persona o institución que tuviere a su cargo al enajenado mental deberá informar semestralmente sobre la evolución de su condición al ministerio público y a su curador o a sus familiares, de acuerdo con la precedencia señalada en el Art. 108. Esta última norma se refiere al orden de prelación respecto de la calidad de víctima de un delito cuando el ofendido hubiere fallecido como consecuencia de él.

El ministerio público, el curador o familiar respectivo podrá solicitar al juez de garantía la suspensión de la medida o la modificación de las condiciones de la misma, cuando el caso lo aconsejare.

Sin perjuicio de lo anterior, el ministerio público deberá inspeccionar los establecimientos siquiátricos o instituciones donde se encontraren personas internadas o se hallaren cumpliendo un tratamiento enajenados mentales, en virtud de las medidas de seguridad que se les hubíeren impuesto, e informará del resultado al juez de garantia, solicitando la adopción de las medidas que fueren necesarias para poner rernedio a todo error, abuso o deficiencia que observare en la ejecución de la medida de segurídad.

El juez de garantía, con el solo mérito de los antecedentes que se le proporcionaren, decretará de inmediato las providencias que fueren urgentes y, citará a una audiencia al ministerio público y al representante legal del enajenado mental, sin pojuicio de recabar los informes que estímare necesarios, para decidir la continuación o cesación de la medida, la modificación de las condiciones de aquella o el cambio del establecimiento en el cual se lleva a efecto.

E.- CONDENADO QUE CAE EN ENAJENACION MENTAL.

El Art. 482 prescribe que si después de dictada la sentencia, el condena​do cayere en enajenación mental, el tribunal, oyendo al fiscal y al defensor, dictará una resolución fundada declarando que no se deberá cumplir la sanción restrictiva o privativa de libertad impuesta y dispondrá, según el caso, la medida de seguridad que correspondiere.

El tribunal velará por el inmediato cumplimiento de su resolución.
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